
 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL  

Manizales, Caldas, veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintiuno (2021) 

 

 

SENTENCIA:  131 

PROCESO:   ACCIÓN DE TUTELA 

ACCIONANTE:              CENTRAL UNITARIA DE TRABAJADORES CUT  

                                   SUBDIRECTIVA CALDAS 

ACCIONADA:                MUNICIPIO DE MANIZALES  

                RADICADO:      170014003002-2021-00380-00   

 

OBJETO DE LA DECISIÓN E INTERVINIENTES 

 

Se pronunciará el fallo que en derecho corresponda a la acción de tutela 

instaurada por CARLOS EDUARDO YEPES CARDONA, identificado con la 

cédula de ciudadanía No. 16.073.503, en calidad de Presidente de la Central 

Unitaria de Trabajadores CUT Subdirectiva Caldas, contra MUNICIPIO DE 

MANIZALES, tramite al cual se vinculó a GOBERNACION DE CALDAS y 

MINISTERIO DE TRABAJO TERRITORIAL CALDAS 

 

ANTECEDENTES 

 

PRETENSIONES 

Solicitó la parte actora: 
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Las basa en los siguientes HECHOS relevante al objeto bajo estudio:  
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DERECHOS VULNERADOS. 

 

Del texto de la tutela se infiere que la parte accionante considera vulnerado 

sus derechos fundamentales a la Igualdad, Libre asociación sindical.  

 

CONTESTACIÓN DE LA PARTE ACCIONADA  

 

La ALCALDIA DE MANIZALES manifestó: 
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(…) 

 

La GOBERNACION DE CALDAS contestó: 
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(…) 
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(…) 

 

 

El MINISTERIO DE TRABAJO Y PROTECCION SOCIAL refirió:  
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GENERALIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA: 

 

PROCEDENCIA: 

 

La acción de tutela es un medio de defensa judicial de los derechos 

constitucionales fundamentales, establecido por el artículo 86 de la Carta 

Superior, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por las 

autoridades públicas o por los particulares, que ostenta una naturaleza 

eminentemente subsidiaria y residual, por lo que solamente procede cuando 

no existe otro mecanismo de protección judicial, o por evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

LEGITIMACIÓN DE LAS PARTES: 

 

La parte actora está legitimada en la causa por activa para procurar mediante 

este procedimiento la defensa y protección de sus derechos constitucionales 

fundamentales. Por su parte la accionada está habilitada en la causa como la 

supuesta vulneradora de los derechos implorados. 

 

COMPETENCIA: 

 

Los presupuestos, capacidad para ser parte, competencia, petición en forma y 

capacidad procesal aparecen totalmente satisfechos. Como no se observa 

causal alguna de invalidación de todo o parte de lo actuado, el fallo que ha de 

producirse es de fondo. La parte accionante y accionada tienen capacidad para 

ser partes (artículos 1°, 5°, 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991); son sujetos de 

derechos y obligaciones. Este sentenciador es competente para resolver la 

solicitud en primera instancia por mandato del artículo 37 ibídem en 

concordancia con el tercer inciso del numeral 1 del artículo 1° del Decreto 1382 

de 2000; y la petición satisfizo las exigencias de los artículos 14 y 37 del Decreto 

2591 de 1991. 
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PROBLEMA JURÍDICO. 

 

El problema jurídico consiste en determinar si la ALCALDIA DE MANIZALES 

vulnera los derechos a la asociación sindical  e igualdad de la CUT al negarse a 

instalar mesa de negociación respecto del pliego de solicitudes radicado el 

26/02/2021.  

 

CONSIDERACIONES 

 

El medio de amparo constitucional debe ser empleado de manera 

excepcional. Este, tiende a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos 

fundamentales de quien interpone la acción, a fin de permitir al titular su 

ejercicio o restablecer su goce, pero en todo caso, se busca la protección a 

los postulados de derechos fundamentales. Por ende la efectividad de la 

acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden 

encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. Y así, la 

procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a 

la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible 

analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del 

peticionario. Por ende, es imperativo que el accionante acredite la existencia 

de la vulneración deprecada. 

 

Bien ha mencionado la Corte Constitucional que:  

 

«[…] El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, 

concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, cuando quiera que éstos 

resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier 

autoridad pública o de los particulares […]. Así pues, se desprende que el 

mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras 

causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la 

que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías 

fundamentales en cuestión  
[…] 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al 

mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones 

inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado 

en el mundo material y jurídico, ello resultaría violatorio del debido proceso de 

los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad 
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jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la 

tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y 

procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para 

la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente 

al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”  

 

 […]» (subraya el despacho) 

 

Por lo tanto, se infiere que, cuando el juez constitucional no encuentre 

acreditada ninguna conducta con la que se determine la presunta vulneración 

o violación a un derecho fundamental, se debe declarar la improcedencia del 

amparo. 

 

La jurisprudencia constitucional de manera reiterada ha dicho que la acción 

de tutela por su carácter subsidiario no puede constituirse en una herramienta 

alterna para la defensa de los intereses particulares pues su efectividad está 

destinada exclusivamente cuando se hayan agotado las demás vías 

dispuestas por el ordenamiento jurídico y en ese venir debe limitarse su uso 

cuando no haya otro mecanismo de defensa. En ese orden de ideas, la acción 

de tutela fue instituida con el fin de obtener la efectividad de aquellas 

garantías constitucionales fundamentales que resulten vulneradas o 

amenazadas por acciones u omisiones imputables a las autoridades o a 

particulares que desarrollan funciones públicas; pero, la consagración de los 

derechos fundamentales, no son postulados a priori, sino que implican un 

compromiso de todas las autoridades y particulares de asumir conductas 

tendientes a la defensa y garantía de éstos.  

 

Mediante sentencias C-132 de 2018 la Corte Constitucional declaró exequible 

el numeral 5 del artículo 6° del decreto 2591 de 1991, que dispone: 

 

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá: 1. 

Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como 

mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será 

apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el 

solicitante. (Inciso 2o. INEXEQUIBLE) 2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso 

de habeas corpus. 3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y 

los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, 

para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones 

que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un 

perjuicio irremediable. 4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño 
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consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho. 5. Cuando se trate de 

actos de carácter general, impersonal y abstracto.” 

 

Fundamentó la corte su posición entre otras indicando que: 

“La acción de tutela fue concebida como un mecanismo judicial de carácter excepcional, para evitar la 

amenaza o vulneración de un derecho constitucional fundamental, siempre que la agresión provenga 

de una autoridad o de un particular, en éste caso únicamente en los eventos previstos por el 

ordenamiento jurídico. Entre las características de este recurso se cuentan su naturaleza 

residual y subsidiaria, por lo que sólo resulta procedente ante la inexistencia de otro medio 

de defensa judicial o, existiendo éste, una vez demostrado que no constituye un 

mecanismo idóneo ni eficaz para la adecuada protección del accionante. 

 

 6.1. El recurso de amparo fue establecido, entonces, para hacer frente a agresiones provenientes 

principalmente de las autoridades, éstas a su vez ingresan a las relaciones jurídicas a través de diversos 

medios, entre ellos los actos, hechos, contratos, operaciones y omisiones, refiriéndose el texto 

demandado a una de las modalidades del acto: el general, abstracto, impersonal u objetivo. 

 

 La estructura jurídica del numeral 5 del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 es lógica, en la medida 

que la acción de tutela está destinada a proteger derechos subjetivos, de allí que, en principio, resulte 

improcedente su ejercicio contra actos de carácter general, impersonal y abstracto. Por esta razón, la 

procedencia del recurso de amparo en este caso, según lo ha explicado la Corte (supra fundamentos 

5 a 5.14), resulta excepcional. 

 

 6.2. Tanto los actos administrativos de contenido particular y concreto, como los de 

naturaleza general, pueden ser demandados ante la jurisdicción administrativa siguiendo 

para ello los parámetros de la Ley 1437 de 2011, artículo 137 y siguientes; sin embargo, el 

artículo 86 superior permite el ejercicio excepcional de la acción de tutela contra estos 

actos administrativos, siempre y cuando estén presentes los elementos que la 

jurisprudencia ha decantado para esta clase de asunto. 

 

 Respecto de los actos de carácter general, como se ha explicado en esta providencia, la regla de 

improcedencia de la acción de tutela prevista en el texto sometido a examen tiene claras excepciones 

vinculadas todas con la supremacía de los derechos fundamentales y la necesidad de protegerlos de 

manera eficaz siempre que estén sometidos a amenaza o hayan sido vulnerados por las autoridades. 

Así, el juez de tutela, en cada caso particular, deberá mesurar las circunstancias para determinar 

cuándo resulta procedente el amparo bien sea a título transitorio o definitivo. 

 

 6.3. El tenor literal de la norma demandada impide, sin excepción alguna, ejercer la acción de tutela 

contra actos de contenido general, según el numeral 5 del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, el 

recurso no procederá: “Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. La 

interpretación gramatical del segmento impugnado lo hace inconstitucional, pues, el operador judicial, 

en algunos casos y a pesar de la evidencia, tendría que permitir la afrenta a los derechos 

fundamentales, contrariando así lo dispuesto en el artículo 86 superior. 

 

 Sin embargo, el mismo artículo 86, inciso tercero, estableció el principio de subsidiariedad, acorde con 

el cual la acción de tutela procede como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, 

es decir, a pesar de estar frente a un acto de carácter general el recurso de amparo bien puede ser 

ejercido como remedio temporal mientras se acude a los mecanismos ordinarios o comunes. 
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En este sentido es pertinente recordar que el artículo 8º del Decreto Ley 2591 de 199 regula el ejercicio 

de la acción de tutela para casos en los cuales, a pesar de existir otros medios de defensa judicial, la 

persona afectada puede utilizarla como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

La interpretación sistemática del artículo 86 superior y del artículo 8º del Decreto Ley 2591 de 1991 

permite afirmar que la acción de tutela excepcionalmente procede contra actos administrativos 

generales, impersonales y abstractos, cuando éstos amenacen o vulneren derechos individuales y 

exista una amenaza de consumación de un perjuicio irremediable. 

 

  … 

 

6.7. Para el caso de los actos administrativos de carácter general o abstracto, como lo ha explicado la 

Corte, la acción de tutela resulta procedente como mecanismo subsidiario siempre y cuando se 

demuestre la amenaza o vulneración a un derecho fundamental, en cuanto, a pesar del contenido 

impersonal de la actuación, resulte posible determinar quién es el titular del derecho conculcado. 

 

La Corte ha reiterado, entonces, que la acción de tutela procede cuando se han 

agotado los mecanismos de defensa judicial ordinarios; sin embargo, existen 

situaciones en las que puede demostrarse la ocurrencia o amenaza de un perjuicio 

irremediable, razón por la que resulta urgente la protección inmediata e 

impostergable por parte de las autoridades correspondientes para evitar la 

afectación de un bien jurídicamente protegido. Sobre esta materia recientemente 

la Corporación ha expresado: 

 

“En este sentido, la Corte ha determinado que la acción de tutela no procede como 

mecanismo principal para la protección de derechos fundamentales que resulten 

amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos, 

salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar la configuración de un 

perjuicio irremediable, evento en el que el juez de tutela únicamente podrá 

suspender la aplicación del acto administrativo mientras se surte el respectivo 

proceso ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa (artículos 7 y 8 del Decreto 

2591 de 1991)  

 

De conformidad con lo anterior, se tiene que en este último evento, la 

persona que solicita el amparo deberá demostrar de forma suficiente la 

necesidad de la medida para evitar la consumación de un perjuicio 

irremediable, cuyos elementos han sido fijados por la jurisprudencia 

constitucional de la siguiente manera: (i) que se esté ante un perjuicio 

inminente o próximo a suceder, lo que exige un grado suficiente de certeza 

respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe ser grave, esto 
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es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, 

altamente significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes 

para superar el daño, las cuales deben ser adecuadas frente a la inminencia del 

perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del caso; y 

(iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que 

deben responder a condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la 

consumación del daño irreparable.” 

  

CASO CONCRETO 

 

Según las manifestaciones de los intervinientes se observa que el Presidente 

de la Central Unitaria de Trabajadores CUT Subdirectiva Caldas, considera 

conculcados sus derechos a la libre asociación sindical e igualdad al no haber 

sido atendida la solicitud de Pliegos de peticiones en representación de los 

empleados públicos a las administraciones departamental Departamento de 

Caldas y municipal Municipio de Manizales, pues esta Entidad Territorial  

mediante comunicado SSA-UGH-117 de fecha 03-03-2021, declaró la 

improcedencia de la negociación argumentando que ya se había celebrado 

acuerdo cuya vigencia se extiende hasta el 20 de febrero del 2023, y que no 

se podrán formular nuevas solicitudes frente a la vigencia del mismo, como 

prueba aporto acuerdo colectivo: 
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En el presente caso se observa que la conculcación de los derechos reclamados 

tiene su origen en un acto administrativo que sería susceptible de ser 

controvertido ante la jurisdicción administrativa así, en relación con la 

procedencia de las solicitudes de amparo en las que se pretenda controvertir un 

acto administrativo, la jurisprudencia de la Corte ha precisado que el juez debe 

tener en cuenta que el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, estableció también el medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho como mecanismos de control de las decisiones 

de las autoridades estatales, por tanto, el accionante cuenta con la posibilidad 

de acudir ante la jurisdicción contenciosa y promover la nulidad de la decisión 

y, adicionalmente, también puede solicitar el restablecimiento de la garantía 

vulnerada. Bajo ese orden, se afirma que la tutela en estos casos es 

improcedente, al existir otros mecanismos judiciales para conjurar la 

vulneración pues en orden a lo peticionado  la decisión tomada por la Alcaldía 

Municipal se presume legal y, debe ser controvertida ante la jurisdicción donde 

además, cuenta con la posibilidad de solicitar medidas cautelares, a través de 

las cuales se pueden adoptar los correctivos necesarios para salvaguardar los 

derechos vulnerados mientras se decide el proceso de manera definitiva. 

 

Llegados a este punto se precisa que tampoco se encuentra acreditado un 

perjuicio irremediable que justifique la tutela de los derechos invocados como 

mecanismo transitorio, puesto que tratándose de derechos colectivos existen 

mecanismos judiciales diferentes a este trámite preferente para exigir la 

protección de los derechos reclamos por la acción u omisión de la accionada.  

 

En conclusión decantado esta que este tipo de debates no es procedente 

mediante la acción constitucional ya que los hechos deben ser sometidos a una 

discusión probatoria necesaria y adecuada, para esclarecer el caso que hoy se 

puso en conocimiento del Despacho, pues las pruebas aportadas y las 

afirmaciones del actor gozan de tal relevancia que la naturaleza sumaria propia 

de esta acción no es suficiente para agotar el material probatorio requerido para 

resolver en derecho la controversia, y que además debe garantizar a las partes 
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el derecho de  contradicción y defensa correspondiente frente a un asunto que 

no es propiamente constitucional.  

 

DECISIÓN: 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Segundo Civil Municipal de Manizales, Caldas, 

Administrando Justicia en nombre de la República de Colombia y por Autoridad 

de la Ley, 

FALLA: 

 

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la tutela de los derechos invocados por 

CARLOS EDUARDO YEPES CARDONA, identificado con la cédula de ciudadanía 

No. 16.073.503, en calidad de Presidente de la Central Unitaria de Trabajadores 

CUT Subdirectiva Caldas, contra el MUNICIPIO DE MANIZALES. 

 

SEGUNDO: DESVINCULAR a la GOBERNACION DE CALDAS y MINISTERIO DE 

TRABAJO TERRITORIAL CALDAS, toda vez que no se avizora que estuviesen 

vulnerando derechos fundamentales. 

 

TERCERO: NOTIFICAR el contenido de esta decisión a las partes indicándoles 

que contra la misma procede la impugnación, dentro de los tres (3) días 

siguientes a la notificación del fallo de tutela. 

 

CUARTO: ORDENAR la remisión del expediente ante la Corte Constitucional para 

su eventual revisión, sino fuere objeto de impugnación. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

LUIS FERNANDO GUTIÉRREZ GIRALDO 

JUEZ 


